Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 41 minutos) 


Los integrantes de la Comisión tienen en su poder la versión taquigráfica de la sesión 
anterior en la que simplemente se constituyó esta Asesora. En el día de hoy estamos realizando la 
primera sesión formal, y para comenzar nuestro trabajo se nos ha repartido un material que incluye 
antecedentes legislativos, decretos y normas sobre esta materia. 


Cabe recordar que lo que originó la creación de esta Comisión fue el planteo del señor 
Senador Bordaberry frente a la Preinvestigadora. En consecuencia, a partir de ahora esta Comisión 
debería delinear el camino a seguir. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que una buena forma de comenzar a trabajar sería solicitar a la Presidencia 
de la República la remisión de los antecedentes del contrato con Montes del Plata, en particular en lo 
que refiere a la presentación que debe hacer la empresa interesada en promover un proyecto de 
inversión, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 1 del Decreto N* 477 de 2008. Esa norma prevé 
que las empresas que se propongan hacer en el país una inversión que supere los 7.000:000.000 de 
Unidades Indexadas deberán plantear sus propuestas en los términos que en ella misma se 
establecen, es decir, identificando a la empresa y sus titulares, facilitando los antecedentes de la firma, 
brindando información económica y financiera y realizando una descripción sumaria del proyecto, así 
como también de las condiciones necesarias para su implementación y los beneficios que se 
pretenden. A partir de este planteamiento inicial que hace la empresa, la Secretaría de la Presidencia 
de la República comienza a actuar, solicita informes y recaba opiniones de los distintos Ministerios que 
puedan tener competencia en el asunto, según el proyecto de que se trate. 


Supongo que ante una inversión del monto de la proyectada en este caso, habrá habido 
diversos informes técnicos de los Ministerios y de los organismos que se hayan pronunciado. Sería 
bueno poder conocerlos, porque son antecedentes que pueden ilustrarnmos acerca del modo en que se 
planteó esta inversión. Tengo entendido que esta es la primera que se realiza de conformidad con las 
previsiones de este decreto; entonces, al conocer esos elementos, podremos tener una idea de la 
dinámica de la presentación de un proyecto de este tipo y de su análisis por parte del Poder Ejecutivo. 
Todo esto nos permitirá saber cómo se suceden los planteos, estudios, observaciones y, 
posteriormente, la negociación. Para mí esto es de singular interés porque no tengo una idea clara — 
confieso que es un problema estrictamente personal-— acerca de cómo puede funcionar, teniendo en 
cuenta lo dispuesto por el artículo 5% del Decreto N* 477 de 2008, que establece: “La aprobación y 
otorgamiento del contrato de inversión no supondrán pronunciamiento alguno sobre el proyecto de 
inversión, cuya declaración promocional quedará en todos los casos supeditada al cumplimiento de las 
normas constitucionales y legales aplicables.” Quiere decir que se otorga un contrato de inversión — 
como en todo contrato, las partes asumen obligaciones lo que, a su vez, genera los derechos 
correlativos—, pero se dice expresamente que esto no implica pronunciamiento alguno sobre el 
proyecto de inversión. Entonces, ¿cuál es la dinámica entre un proyecto que todavía no está aprobado 
y un contrato de inversión del que surgen derechos y obligaciones? 


Me imagino, sin dificultad, algunas situaciones que puedan presentarse; a su vez, si el 
proyecto de inversión contiene características técnicas que deban ser objeto de estudio de oficinas 
especializadas, de acuerdo con normas particulares, seguramente ello tendrá que hacerse 
independientemente de las obligaciones que se asuman en el contrato. Por ejemplo —planteo esto para 
aclarar lo que estoy pensando- si hay un determinado proyecto y una empresa dice que va a instalar 
una máquina o a llevar adelante tal o cual proceso industrial, perfectamente se entiende que se celebre 
un proyecto de inversión para apoyar esa inversión que se quiere hacer, pero luego las oficinas 
correspondientes —el LATU, el Ministerio de Industria, Energía y Minería o, quien sea— tendrán que 
dictaminar si la maquinaria cumple con determinadas normas técnicas o si el proceso industrial cumple 
con tales o cuales requisitos medioambientales, etcétera. Todo eso tiene su sentido, porque se trata de 
las partes que intervienen en la operación, que están sometidas a determinadas regulaciones técnicas, 
pero el artículo 5% es mucho más amplio que eso, porque habla de proyectos de inversión en general. 
Entonces, no termino de entender cómo el Estado se obliga a apoyar de determinadas maneras un 


proyecto de inversión que tampoco se compromete a aprobar. Hay una obligación, porque del contrato 
surgen obligaciones, pero se aclara expresamente que no está aprobado ni se obliga a aprobar el 
proyecto de inversión en cuestión. Creo que tenemos que poner el foco de atención en este aspecto. 


Por otro lado, es importante saber si este instrumento brinda las seguridades que el Estado y 
el inversor necesitan. Me pongo en el lugar del inversor y pienso que asumir obligaciones, y 
eventualmente incurrir en erogaciones, sin saber si se le va a aprobar el proyecto de inversión, tiene 
sus riesgos. Nunca he trabajado en esta materia, pero supongo que primero se debería tener un 
proyecto de inversión que no mereciera observaciones o reparos de parte del Estado y de sus 
dependencias técnicas para luego, en función de ello, negociar las ventajas y beneficios a otorgar al 
inversor dispuesto a llevar adelante el proyecto. En lo personal, siendo lego en la materia, creo que 
ese sería el orden natural de las cosas, pero por lo visto no es así, sino que primero se negocia, se 
comprometen beneficios y ventajas y recién después se ve cuál es, concretamente, el proyecto de 
inversión de que se trata. Confieso que la forma en que esto está estructurado me desorienta un poco, 
pero evidentemente funciona, porque ha dado lugar a este proyecto de inversión que es tan 
importante. 


Entonces, para empezar a hincar el diente al tema, me gustaría saber cómo es que la 
empresa hace el planteo, cómo se informa respecto a un planteo de esta naturaleza y luego, 
eventualmente, con esos antecedentes en la mano, sería bueno que el señor Secretario de la 
Presidencia de la República explicara cómo se enfoca el trabajo y se organiza su estudio. De esa 
forma quizás podamos contribuir para que el Estado tenga las mejores garantías y el inversor pueda 
llevar adelante su proyecto sin inconvenientes y con las certezas a las que todo inversor aspira. 


Por estas consideraciones, señor Presidente, aspiraría a que la Comisión solicitase a la 
Presidencia de la República el envío de los antecedentes de esto, que luego se concretó en el contrato 
de inversión con Montes del Plata, lo que está previsto por los artículos 1%, 2% y 3% del Decreto  N* 
477/08. Me refiero a la presentación inicial de la empresa, así como también a los informes técnicos y 
al proyecto de contrato que hoy el Estado haya confeccionado. 


SEÑOR PENADÉS.- Me parece sensato el planteo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De igual modo, pienso que la propuesta es correcta. 


Ahora bien, si uno observa con atención el contenido del Decreto  N* 477, podrá 
advertir que, en realidad, es un complemento del Decreto N* 455/07, que es el que establece el 
procedimiento para el tratamiento de las solicitudes de promoción de inversiones, con todas las etapas 
que ello implica. En su artículo 4% se detallan los proyectos promovidos, clasificándoselos en pequeños, 
medianos tramo 1, medianos tramo 2, grandes tramo 1, grandes tramo 2 y grandes tramo 3, hasta 
alcanzar un monto de 7.000:000.000 de Unidades Indexadas; y aquí se plantean todos los 
procedimientos pertinentes para ello. 


Posteriormente, lo que agrega el Decreto N* 477/08 es una normativa para los proyectos de 
más de 7.000:000.000 de Unidades Indexadas. Inclusive, en uno de los apartados del Considerando se 
establece que “es necesario establecer un marco de procedimiento que permita encauzar los 
eventuales procesos de negociación que se desarrollen en la fase previa a la formulación y 
presentación del proyecto”. Es decir que está concebido como una fase previa. Además, en el artículo 
3% se establece: “Dicha comisión” —integrada para proyectos de gran porte— “tendrá como cometidos: 
definir los aspectos que ameriten el inicio de un proceso de negociación, llevar adelante las 
negociaciones que sean necesarias y elaborar un proyecto de contrato de inversión”. O sea que, repito, 
está concebido como una fase previa para, posteriormente, pasar por toda la grilla de criterios que 
establece el Decreto N* 477/08 en virtud del que, finalmente, se podrá aprobar el proyecto. 


Me parece que puede ser importante tomar contacto con los responsables de toda esta 
arquitectura diseñada para aprobar las iniciativas. Precisamente, el primer Decreto —el N* 455/07— hace 
referencia a una Comisión de aplicación integrada por funcionarios de distintos organismos, a saber: 
Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Ministerio de Turismo y Deporte, 


y Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Esta Comisión debe analizar las solicitudes y elevar un 
informe para que, finalmente, el Poder Ejecutivo resuelva. 


Quizás deberíamos tomar contacto con los responsables de los dos decretos. Puede ser 
bueno mantener un primer diálogo con el Secretario de la Presidencia a efectos de aclarar lo 
establecido en el segundo decreto, pero hay que tener en cuenta que, en realidad, es la conjunción de 
los dos decretos la que define los procedimientos a seguir. 


También es de destacar que el primer decreto no establece un responsable, sino que 
determina que lo es una Comisión, y no podemos convocarla para consultar al respecto porque 
solamente cumple con una parte del procedimiento. En realidad, quien tiene responsabilidad por todo 
el procedimiento es la Presidencia de la República, que elaboró los decretos. En fin, quizás podamos 
consultar por los dos aspectos al Secretario de la Presidencia. 


He planteado estas consideraciones para entendernos en el tema. 


Creo que también sería conveniente tener alguna información al respecto, porque muchas 
veces en Sala hubo distintas voces —por ejemplo, del señor Senador Lacalle Herrera, y hasta de quien 
habla—- con relación a los tipos de proyectos que se presentan y a los que se promocionan, y si su 
importancia es justificable para el desarrollo nacional. Quizás deberíamos tener alguna información — 
personalmente, he tratado de conseguirla— sobre los proyectos presentados —que han sido varios— y 
los aprobados para formarnos una idea oficial. Eso nos permitiría saber, también, si de los 
presentados se aprobaron muchos o pocos, cuáles y los criterios manejados. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Se hará una lista, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; se tiene que pedir en nombre de la Comisión. Personalmente, lo hice de 
manera artesanal a los solos efectos de saber si valía la pena ver este material que tenemos en 
nuestro poder, pero reconozco que ese no es el procedimiento que corresponde seguir. 


Me parece conveniente dar ese paso, porque hice una lista de 318 proyectos presentados en 
el primer semestre de 2012. En la lista de los aprobados por la Comisión de Aplicación de la Ley de 
Inversiones o en la de actividades promovidas solo encontré catorce o quince. 


Por lo tanto, la Comisión hará la solicitud oficial para tener una mejor información y luego 
hacer una valoración. 


(Apoyados) 


SEÑOR PENADÉS.- Coincido con el criterio de que primero deberíamos convocar al Secretario de la 
Presidencia de la República y, posteriormente, invitar a representantes de la Comisión de Aplicación 
para que nos haga llegar la lista de los proyectos presentados y de los aprobados o seleccionados, y 
que nos expliquen los criterios utilizados para hacer la selección a que hace referencia el señor 
Presidente. Me parece muy lógico contar con esa información para tener una idea de los criterios con 
los que se está trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta situación se cruza con otro hecho: al tiempo que se formó la Comisión 
Preinvestigadora para analizar lo sucedido con Montes del Plata, se aprobó el Decreto N* 2, de 9 de 
enero de 2012 —regulatorio de la Ley N* 16.906-, que establece una grilla de criterios nuevos. Ahí 
cambia el criterio de valoración del empleo, de la descentralización —o lo precisa, porque incluye a 
Montevideo, según el Índice de Desarrollo Humano- de cada región de la Capital, cuantifica el 
concepto de exportaciones, introduce el criterio de Utilización de Tecnologías Limpias —I+D+|- e 
Indicadores Sectoriales. Esto es nuevo como criterio. Este decreto fue elaborado en 2011, pero estuvo 
en la consideración pública en diciembre del mismo año. De modo que se tomaron en cuenta los 
criterios y los actores —la Cámara de Industrias del Uruguay, entre otros— dados los cambios habidos 
en la realidad nacional. 


Insisto en que esto es nuevo y en que la aprobación de ese decreto coincidió con el debate 
del contrato con Montes del Plata. Creo que la solicitud de la Comisión Preinvestigadora tuvo lugar en 
diciembre de 2011 por parte del señor Senador Bordaberry y que ese decreto, reitero, se aprobó en 
enero de 2012. 


Con respecto a algunos datos que consideramos importantes, tendríamos algunas 
preguntas para hacer como, por ejemplo, la cuantificación del empleo, que se hace en base a una 
unidad de cuenta dividida la raíz cuadrada de la inversión elegible, y lo mismo sucede con las 
exportaciones, para las cuales se plantea un cálculo complejo. 


Quisiera formular algunas preguntas sobre este último decreto, porque al leerlo me surgieron 
dudas. Si el Secretario de la Presidencia no es la persona adecuada para contestar estas 
interrogantes, no sé quién podrá serlo. 


SEÑOR PASQUET.- Quizás primero debamos pedir los antecedentes para luego solicitar al Secretario 
de la Presidencia que concurra a la Comisión para explicarnos el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para la próxima reunión ya podríamos contar con la información que vamos a 
solicitar. 


SEÑOR PASQUET.- En realidad, debemos determinar la fecha de esa próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que podríamos continuar aplicando el criterio de sesionar fuera del 
período ordinario de sesiones de las Comisiones. 


SEÑORA SECRETARIA.- La Secretaría quiere recordarles que alrededor del 16 de agosto la Cámara 
de Representes aprobará la Rendición de Cuentas, por lo que próximo al 20 de agosto estaría 
ingresando al Senado, que tiene 45 días para su consideración y culminaría su estudio los primeros 
días de octubre. El tema es si las Comisiones van a seguir sesionando mientras esté a estudio la 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PENADÉS.- Como la consideración de la Rendición de Cuentas va a estar empezando 
alrededor del 20 de agosto, creo que igualmente podemos fijar una fecha para la próxima reunión cerca 
de esa fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos fijarla para el 
miércoles 22, a la hora 10 y 30. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 04 minutos) 


Linea del vie de náaina 
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